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Bogotá D.C.,  

 

Señores 

JUZGADO VEINTIDÓS (22) ADMINISTRATIVO DE BOGOTÁ D.C. 
E. S. D. 

 

REFERENCIA:  NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE:  BIBIANA MARÍA DELGADO RINCÓN 

DEMANDADA:  BOGOTÁ D.C., SECRETARIA DE EDUCACION DE BOGOTA 

EXPEDIENTE:   2020-00286-00 

 

CONTESTACIÓN DEMANDA  

 

CARLOS JOSE HERRERA CASTAÑEDA, identificado con la C.C. No. 79.954.623 

de Bogotá y T.P. No. 141.955 del C.S.J., obrando en calidad de apoderado 

de la parte demandada SECRETARIA DE EDUCACIÓN DE BOGOTÁ 

conforme al poder que me fuera conferido, por medio del presente escrito 

y estando dentro del término legal, procedo a contestar la demanda 

promovida en los siguientes términos: 

I 

A LAS PRETENSIONES Y CONDENAS 

 

Me opongo a todas y cada una de las pretensiones y condenas de la 

demandante por carecer de fundamentos de hecho y de derecho en los 

siguientes términos: 

 

1. Me opongo a la prosperidad de esta pretensión, toda vez que los 

fundamentos presentados en la demanda no permiten soportar las 

condenas solicitadas por la parte actora y en todo caso el acto acusado 

está revestido de presunción de legalidad que deberá desvirtuar la parte 

actora. argumentos que se expondrán en otro aparte de este escrito.  

2. Me opongo a la prosperidad de esta pretensión, toda vez que los 

fundamentos presentados en la demanda no permiten soportar las 

condenas solicitadas por la parte actora y en todo caso el acto acusado 

está revestido de presunción de legalidad que deberá desvirtuar la parte 

actora. argumentos que se expondrán en otro aparte de este escrito.  

3. Me opongo a la prosperidad de esta pretensión, toda vez que los 

fundamentos presentados en la demanda no permiten soportar las 

condenas solicitadas por la parte actora y en todo caso el acto acusado 

está revestido de presunción de legalidad que deberá desvirtuar la parte 

actora. argumentos que se expondrán en otro aparte de este escrito 

4. Me opongo a la prosperidad de esta pretensión, toda vez que los 

fundamentos presentados en la demanda no permiten soportar las 

condenas solicitadas por la parte actora y en todo caso el acto acusado 

está revestido de presunción de legalidad que deberá desvirtuar la parte 

actora. argumentos que se expondrán en otro aparte de este escrito 

5. Me opongo a la prosperidad de esta pretensión, en la medida que al no 

existir condena alguna en contra de la entidad a la cual represento, no 

hay lugar a pago alguno como lo prevé el artículo 192 del C.P.A.C.A., 

como equivocadamente lo pretende el libelista.  

6. Me opongo a la prosperidad de esta pretensión, en la medida que al no 

existir condena alguna en contra de la entidad a la cual represento, no 

hay lugar a pago alguno como lo prevé el artículo 192 del C.P.A.C.A., 

como equivocadamente lo pretende el libelista 
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7. Me opongo a la prosperidad de esta pretensión, en la medida que al no 

existir condena alguna en contra de la entidad a la cual represento, no 

hay lugar a pago alguno como lo solicita la parte actora. 

8. Me opongo a la prosperidad de esta pretensión, en la medida que al no 

existir condena alguna en contra de la entidad a la cual represento, no 

hay lugar a pago de costas además en la medida que no se evidencian 

por parte de la entidad que represento conductas dilatorias o de mala fe 

dentro del proceso que den lugar a ello. 

 

II 

A LOS HECHOS 

 

Doy respuesta a cada uno de los hechos de demanda en el mismo orden 

de su formulación así: 

 

AL PRIMERO. - Es parcialmente cierto, por una parte es verdad que el 

accionante ha trabajado en los períodos enunciados de acuerdo a la 

documental aportada, pero no lo es que sea de forma ininterrumpida. 

AL SEGUNDO. – Es cierto de acuerdo a la documental aportada. 

AL TERCERO. –  Es cierto de acuerdo a la documental aportada. 

AL CUARTO. – Es una afirmación cierta, de acuerdo con la documental 

aportada. 

AL QUINTO. – No es cierto, mi representada no ha desconocido períodos 

de trabajo de la parte actora. 

 AL SEXTO. - No es un hecho propiamente sino una valoración sobre el 

contenido de las disposiciones legales referidas en este hecho. 

AL SEPTIMO. – Es cierto de acuerdo a la documental aportada. 

AL OCTAVO. – No le consta a mi representada, le corresponde probarlo a 

la parte actora porque la Secretaría de Educación no hizo parte de ese 

proceso 

AL NOVENO. – No le consta a mi representada, le corresponde probarlo a 

la parte actora porque la Secretaría de Educación no hizo parte de ese 

proceso  

AL DÉCIMO. – No le consta a mi representada, le corresponde probarlo a la 

parte actora porque la Secretaría de Educación no hizo parte de ese 

proceso 

AL DÉCIMO PRIMERO. – No le consta a mi representada, le corresponde 

probarlo a la parte actora porque a la Secretaría de Educación no le 

corresponde el pago de las prestaciones de los docentes. 

AL DÉCIMO SEGUNDO. – No le consta a mi representada, le corresponde 

probarlo a la parte actora porque a la Secretaría de Educación no le 

corresponde el pago de las prestaciones de los docentes. 

AL DÉCIMO TERCERO. – No le consta a mi representada, le corresponde 

probarlo a la parte actora porque se refiere a un trámite adelantado por 

parte de la Nación Ministerio de Educación. 

AL DÉCIMO CUARTO. – Es cierto de acuerdo a la documental aportada. 

AL DÉCIMO QUINTO. – Es cierto de acuerdo a la documental aportada. 

AL DÉCIMO SEXTO. – No es un hecho propiamente sino una valoración 

sobre el contenido de las disposiciones legales referidas en este hecho. 

AL DÉCIMO SÉPTIMO. – No le consta a mi representada, le corresponde 

probarlo a la parte actora porque la Secretaría de Educación no hizo 

parte de ese proceso. 

AL DÉCIMO OCTAVO. – No es un hecho propiamente sino una valoración 
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sobre el contenido de las disposiciones legales referidas en este hecho 

AL DÉCIMO NOVENO. – No es un hecho propiamente sino una valoración 

sobre el contenido de las disposiciones legales referidas en este hecho 

AL VIGÉSIMO. – No le consta a mi representada, le corresponde probarlo a 

la parte actora porque se refiere a un trámite adelantado por parte de la 

Nación Ministerio de Educación. 

AL VIGÉSIMO PRIMERO. – Es cierto de acuerdo a la documental aportada. 

AL VIGÉSIMO SEGUNDO. – Es cierto de acuerdo a la documental aportada. 

AL VIGÉSIMO TERCERO. – No es un hecho propiamente sino una valoración 

sobre el contenido de las disposiciones legales referidas en este hecho 

AL VIGÉSIMO CUARTO. – No es un hecho propiamente sino una valoración 

sobre el contenido de las disposiciones legales referidas en este hecho 

AL VIGÉSIMO QUINTO. – No es un hecho propiamente sino una valoración 

sobre el contenido de las disposiciones legales referidas en este hecho 

 

 

III 

RAZONES Y FUNDAMENTOS DE LA DEFENSA 

 
RÉGIMEN LEGAL DE LAS PRESTACIONES DE LOS DOCENTES. 

 

Desde la expedición de la Ley 812 de 2003 por la cual se aprueba el Plan 

Nacional de Desarrollo 2003, se consagró en su artículo 81 lo siguiente: 

 
 "El régimen prestacional de los docentes nacionales, nacionalizados y 

territoriales, que se encuentren vinculados al servicio público educativo 

oficial, es el establecido para el Magisterio en las disposiciones vigentes con 

anterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley. 

 

El Gobierno Nacional buscará la manera más eficiente para administrar los 

recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, para 

lo cual contratará estos servicios con aplicación de los principios de 

celeridad, transparencia, economía e igualdad, que permita seleccionar la 

entidad fiduciaria que ofrezca y pacte las mejores condiciones de servicio, 

mercado, solidez y seguridad financiera de conformidad con lo establecido 

en el artículo 3o de la Ley 91 de 1989. En todo caso el Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio se administrará en subcuentas 

independientes, correspondiente a los recursos de pensiones, cesantías y 

salud.” 

 

Por su parte el artículo Art 2° y 3° de la Ley 91 de 1989 a través de la cual se 

crea el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, refiere a la 

forma como se asumirán las obligaciones prestacionales de los docentes, 

entre la nación y los entes territoriales, de la siguiente manera: 

 
Artículo 2º.- De acuerdo con lo dispuesto por la Ley 43 de 1975, la Nación y 

las entidades territoriales, según el caso, asumirán sus obligaciones 

prestacionales con el personal docente, de la siguiente manera: 

 

(…) 

 

5.- Las prestaciones sociales del personal nacional y nacionalizado que se 

causen a partir del momento de la promulgación de la presente Ley, son 

de cargo de la Nación y serán pagadas por el Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio; pero las entidades territoriales, la Caja 

Nacional de Previsión Social, el Fondo Nacional de Ahorro o las entidades 

que hicieren sus veces, pagarán al Fondo las sumas que resulten adeudar 
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hasta la fecha de promulgación de la presente Ley a dicho personal, por 

concepto de las prestaciones sociales no causadas o no exigibles.  

 
Artículo 3°.- Créase el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, como una cuenta especial de la Nación, con independencia 

patrimonial, contable y estadística, sin personería jurídica, cuyos recursos 

serán manejados por una entidad fiduciaria estatal o de economía mixta, 

en la cual el Estado tenga más del 90% del capital.  

 

Para tal efecto, el Gobierno Nacional suscribirá el correspondiente contrato 

de fiducia mercantil, que contendrá las estipulaciones necesarias para el 

debido cumplimiento de la presente Ley y fijará la Comisión que, en 

desarrollo del mismo, deberá cancelarse a la sociedad fiduciaria, la cual 

será una suma fija, o variable determinada con base en los costos 

administrativos que se generen. La celebración del contrato podrá ser 

delegada en el Ministro de Educación Nacional. 

 

El Fondo será dotado de mecanismos regionales que garanticen la 

prestación descentralizada de los servicios en cada entidad territorial sin 

afectar el principio de unidad." (Subrayado fuera de texto). 

 

En el Art 5° ibidem por su parte se establecen los objetivos de esta entidad 

de la siguiente manera: 
 

Artículo 5º.- El Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, 

tendrá los siguientes objetivos: 

1.- Efectuar el pago de las prestaciones sociales del personal afiliado. 

2.- Garantizar la prestación de los servicios médico-asistenciales, que 

contratará con entidades de acuerdo con instrucciones que imparta el 

Consejo Directivo del Fondo. 

3.- Llevar los registro contables y estadísticos necesarios para determinar el 

estado de los aportes y garantizar un estricto control del uso de los recursos 

y constituir una base de datos del personal afiliado, con el fin de cumplir 

todas las obligaciones que en materia prestacional deba atender el Fondo, 

que además pueda ser utilizable para consolidar la nómina y preparar el 

presupuesto en el Ministerio de Hacienda. 

4.- Velar para que la Nación cumpla en forma oportuna con los aportes 

que le corresponden e igualmente transfiera los descuentos de los 

docentes. 

5.- Velar para que todas las entidades deudoras del Fondo Nacional de 

Prestaciones del Magisterio, cumplan oportunamente con el pago de sus 

obligaciones 

 

DE LAS CESANTIAS 
 

Sobre el particular la Ley 91 de 1989 en su Art 15 prevé la forma en la que el 

Fondo Nacional de Prestaciones del Magisterio debe cancelar las 

cesantías al personal docentes, el cual señala lo siguiente: 
 

Artículo  15º.- A partir de la vigencia de la presente Ley el personal docente 

nacional y nacionalizado y el que se vincule con posterioridad al 1 de 

enero de 1990 será regido por las siguientes disposiciones: 

 

(…) 

3.- Cesantías: 

A. Para los docentes nacionalizados vinculados hasta el 31 de diciembre de 

1989, el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio pagará un 

auxilio equivalente a un mes de salario por cada año de servicio o 

proporcionalmente por fracción de año laborado, sobre el último salario 

devengado, si no ha sido modificado en los últimos tres meses, o en caso 

contrario sobre el salario promedio del último año.  
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B. Para los docentes que se vinculen a partir del 1 de enero de 1990 y para los 

docentes nacionales vinculados con anterioridad a dicha fecha, pero sólo 

con respecto a las cesantías generadas a partir del 1 de enero de 1990, el 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio reconocerá y 

pagará un interés anual sobre saldo de estas cesantías existentes al 31 de 

diciembre de cada año, liquidadas anualmente y sin retroactividad, 

equivalente a la suma que resulte aplicar la tasa de interés, que de 

acuerdo con certificación de la Superintendencia Bancaria, haya sido la 

comercial promedio de captación del sistema financiero durante el mismo 

período. Las cesantías del personal nacional docente, acumulados hasta el 

31 de diciembre de 1989, que pasan al Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio, continuarán sometidas a las normas generales 

vigentes para los empleados públicos del orden nacional. 

 

DE LA INTERVENCION EN DE LA SECRETARIA DE EDUCACION EN EL TRAMITE DE 

RECONOCIMIENTO Y PAGO DE LAS CESANTIAS 

 

Téngase en cuenta que en el Decreto 2831 de 2005 previó la gestión que 

estaba a cargo de las Secretarias de Educación respecto a las 

prestaciones sociales de los docentes de la siguiente manera: 

 
ARTÍCULO 3°. Gestión a cargo de las secretarías de educación. De acuerdo 

con lo establecido en el artículo 3° de la Ley 91 de 1989 y el artículo 56 de la 

Ley 962 de 2005, la atención de las solicitudes relacionadas con las 

prestaciones sociales que pagará el Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio, será efectuada a través de las secretarías de 

educación de las entidades territoriales certificadas, o la dependencia que 

haga sus veces. Para tal efecto, la secretaría de educación de la entidad 

territorial certificada correspondiente, a la que se encuentre vinculado el 

docente deberá:  

1. Recibir y radicar en estricto orden cronológico, las solicitudes 

relacionadas con el reconocimiento de prestaciones sociales a cargo del 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, de acuerdo con 

los formularios que adopte la sociedad fiduciaria encargada del manejo de 

los recursos de dicho Fondo. 

2. Expedir con destino a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de 

los recursos del Fondo y conforme a los formatos únicos por ésta 

adoptados, certificación de tiempo de servicio y régimen salarial y 

prestacional, del docente peticionario o causahabiente, de acuerdo con 

la normatividad vigente.  

3. Elaborar y remitir el proyecto de acto administrativo de reconocimiento, 

dentro de los quince (15) días hábiles siguientes a la radicación de la 

solicitud, a la sociedad fiduciaria encargada del manejo y administración 

de los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 

para su aprobación, junto con la certificación descrita en el numeral 

anterior del presente artículo. 

4. Previa aprobación por parte de la sociedad fiduciaria encargada del 

manejo y administración los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio suscribir el acto administrativo de reconocimiento de 

prestaciones económicas a cargo de dicho Fondo, de acuerdo con las 

Leyes 91 de 1989 y 962 de 2005 y las normas que las adicionen o 

modifiquen, y surtir los trámites administrativos a que haya lugar, en los 

términos y con las formalidades y efectos previstos en la Ley.  

5. Remitir a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, copia de los actos 

administrativos de reconocimiento de prestaciones sociales a cargo de 

éste, junto con la respectiva constancia de ejecutoria para efectos de 

pago y dentro de los tres días siguientes a que éstos se encuentren en firme. 

 PARAGRAFO PRIMERO: Igual trámite se surtirá para resolver los recursos que 

sean interpuestos contra las decisiones adoptadas de conformidad con el 

procedimiento aquí. establecido y aquellas que modifiquen decisiones que 

con anterioridad se hayan adoptado respecto del reconocimiento de 
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prestaciones a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio.  

PARAGRAFO SEGUNDO: Sin perjuicio de la responsabilidad administrativa, 

disciplinaria, fiscal y penal a que pueda haber lugar, las resoluciones que se 

expidan por parte de la autoridad territorial, que reconozcan prestaciones 

sociales que deba pagar el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, sin la previa aprobación de la sociedad fiduciaria encargada 

del manejo y administración de los recursos de tal Fondo, carecerán de 

efectos legales y no prestarán mérito ejecutivo.  

 
ARTÍCULO 4°. Trámite de solicitudes, El proyecto de acto administrativo de 

reconocimiento de prestaciones que elabore la secretaría de educación, o 

la entidad que haga sus veces, de la entidad territorial certificada a cuya 

planta docente pertenezca o haya pertenecido el solicitante, será remitido 

a la sociedad fiduciaria que se encargue del manejo de los recursos del 

Fondo para su aprobación. Dentro de los quince (15) días hábiles siguientes 

al recibo del proyecto de resolución, la sociedad fiduciaria deberá impartir 

su aprobación o indicar de manera precisa las razones de su decisión de no 

hacerlo, e informar de ello a la respectiva secretaría de educación. 

 
ARTÍCULO 5°. Reconocimiento. Aprobado el proyecto de resolución por la 

sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del Fondo, 

deberá ser suscrito por el secretario de educación del ente territorial 

certificado y notificado en los términos y con las formalidades y efectos 

previstos en la Ley. 

 

Así mismo el Art 56 de la Ley 962 de 2005, “Ley Anti trámites” previo lo que 

referente a la racionalización de tramites respecto al Fonpremag: 

 
ARTÍCULO 56. RACIONALIZACIÓN DE TRÁMITES EN MATERIA DEL FONDO DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. Las prestaciones sociales que 

pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio serán 

reconocidas por el citado Fondo, mediante la aprobación del proyecto de 

resolución por parte de quien administre el Fondo, el cual debe ser 

elaborado por el Secretario de Educación de la Entidad Territorial 

certificada correspondiente, a la que se encuentre vinculado el docente. El 

acto administrativo de reconocimiento se hará mediante resolución que 

llevará la firma del Secretario de Educación de la entidad territorial. 

 

DEL CASO EN CONCRETO 

 

Analizada en conjunto la normatividad referida anteriormente, es claro 

para esta parte que la entidad que represento si bien interviene en la 

elaboración o proyección del acto administrativo en este caso del 

reconocimiento de las cesantías ya sea parciales o definitivas, es el Fondo 

Nacional de Prestaciones del Magisterio quien aprueba el mismo y la 

Fiduprevisora como administradora de esa cuenta especial y a quien 

compete el análisis sobre el pago de las cesantías, en esa medida la única 

intervención que efectúa la entidad territorial llamada a juicio de acuerdo 

con la Ley anti trámites es en la elaboración y remisión del acto 

administrativo que en últimas es aprobado como en el caso de autos por 

el Fondo, quien tiene a su cargo el pago de estas prestaciones sociales de 

los docentes. 

 

Aunado a lo anterior, bajo el anterior marco normativo es forzoso concluir 

que los docentes vinculados a partir del 1 de enero de 1990, para efectos 

del reconocimiento de cesantías, serán destinatarios del sistema de 

reconocimiento anualizado sin retroactividad de esta prestación. En 

consecuencia, como la norma en comento prohibió expresamente el 



7 
 

régimen de retroactividad de las cesantías de los docentes vinculados a 

partir del 1 de enero de 1990, entonces la demandante no puede 

pretender tal reconocimiento bajo este régimen o sistema, habida 

consideración a que fue vinculado a partir del mes de febrero de 1993  

 

III 

EXCEPCIONES 

 

 

Como consecuencia de los presupuestos expuestos en el capítulo que 

precede, me permito proponer las siguientes excepciones de fondo: 

 

FALTA DE LEGITIMACIÓN LA CAUSA POR PASIVA.-  

 

Excepción que tiene como fundamento los siguientes argumentos: 

 

Si bien es cierto la excepción de la legitimación en la causa por pasiva, en 

este tipo de procesos no constituye excepción de fondo solicito se tenga 

en cuenta  que  la Secretaria de Educación Distrital no es quien autoriza ni 

determina a quien ni cómo debe reconocerse la cesantías parciales o 

definitivas de manera retroactiva, es la Fiduciaria la Previsora S.A. 

 

Legitimación de hecho en la causa se entiende como la relación procesal. 

La cual establece que se entre el demandante y el demandado por 

intermedio de la pretensión procesal; es decir es una relación jurídica 

nacida de la atribución de una conducta, en la demanda, y de la 

notificación de está  al demandado. Quien cita a otro y endilga a otro la 

conducta causante de la demanda, está legitimado de hecho por activa 

y aquél a quien  se cita y se atribuya  acción  u omisión  resulta legitimado 

de  hecho   y  por  pasiva,   después   de  la  notificación del  auto  

admisorio  de  la demanda. 

 

La legitimación material en la causa alude, por regla general, a la 

participación real de las personas en el hecho  origen  de la demanda, 

independientemente de que dichas personas hayan demandado o hayan 

sido demandadas. 

 

La legitimación material en la causa activa y pasiva, es una condición 

anterior y necesaria, entre otras, para  dictar sentencia de mérito 

favorable, al demandante o al demandado: 

 

La falta de legitimación material en la causa por activa o por pasiva, no 

enerva la pretensión procesal en su contenido, como sí lo hace una 

excepción de fondo. Sin  más,  si la  legitimación en  la  causa  es  un  

presupuesto de  la  sentencia  de fondo,  porque  otorga  a las partes  el 

derecho  a que el juez se pronuncie  sobre el mérito   de   las  pretensiones  

del  actor las razones   de  la  oposición   por  el demandado, mediante  

sentencia   favorable   o  desfavorable,  al  ser  una  calidad subjetiva  de 

las partes  en relación  con el interés  sustancial  que se discute en el 

proceso, cuando  una   de  las  partes carece de  dicha calidad  

o atributo no puede el juez adoptar una  decisión de !mérito  y debe  

entonces simplemente declararse inhibido para  fallar el caso  de 
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fondo. 

 

La Secretaría de  Educación Distrital  no se encuentra  legitimada  en la 

causa por pasiva, porque  si la ley no le ha transferido la 

administración del Fondo de prestaciones Sociales del Magisterio, no 

puede entrar  a variar  los factores  y mucho  menos  conciliar  los 

efectos  patrimoniales  de los actos administrativos, ya que los dineros  no 

le pertenecen. 

 

A continuación se citan las normas pertinentes  que refuerzan el 

planteamiento anterior: 

 

- Ley 33 de 1985. Art. 1. El empleado oficial que sirva o haya servido veinte años 

continuos o discontinuos y llegue a la edad de 55 años, tendrá derecho a que por 

la respectiva caja de previsión se le pague una pensión mensual vitalicia de 

jubilación  equivalente  al  75%  del salario promedio  que sirvió de base para 

los aportes durante el último año de servicios. 

 
- Ley 91 de 1989. Art. 2 numeral 5. Las prestaciones sociales del personal nacional 

y nacionalizado que se causen a partir del momento de la promulgación de la 

presente ley, son  de cargo de la Nación y serán pagadas por el Fondo Nacional 

de Prestaciones Sociales del Magisterio... 

 

- Decreto 3135 de 1968 y Decreto 1848 de ' 1969. El valor de la pensión mensual 

vitalicia de  jubilación  será  equivalente  al ' 75%  del  promedio  de  los  salarios 

y primas de toda especie en el último año de servicios por el empleado oficial 

que haya adquirido el status jurídico de jubilado, por reunir los requisitos 

señalados en la ley para tal fin.                                                                                               

 
- Decreto 2831 de 2005. La Secretaría de Educación de la entidad territorial 

certificada a la que se encuentre vinculado docente deberá: 

 

Recibir y radicar en estricto orden cronológico, las solicitudes relacionadas con 

el reconocimiento de prestaciones sociales a cargo del Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, de acuerdo con los formularios que 

adopte la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos de dicho 

fondo. 

 

Expedir con destino a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los 

recursos del Fondo y conforme con /os formatos únicos por ésta adoptados, 

certificación de tiempo de servicios  y régimen salarial y prestacional, del 

docente peticionario o causahabiente, de acuerdo con la normatividad 

vigente. 

 
Elaborar  v remitir  el  proyecto  de  acto  administrativo  de  reconocimiento, 

dentro de los 15 días hábiles siguientes a la radicación de la solicitud, a la 

sociedad fiduciaria encargada del manejo y administración de los recursos del 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio para su aprobación, 

junto con la certificación descrita en el numeral anterior. 

 

Previa aprobación por parte de la sociedad fiduciaria encargada del manejo y 

administración de los recursos del Fondo, suscribir el acto administrativo de 

reconocimiento de prestaciones económicas a cargo del Fondo, de acuerdo 

con las leyes 91 de 1989  y 962 de 2005,  y las normas que las adiciones o 

modifiquen,  y surtir  los trámites administrativos a que haya lugar, en los 

términos v con las formalidades y efectos previstos en la ley. 
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Remitir a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del 

Fondo Nacional   de   Prestaciones    Sociales   del   Magisterio,   copia   de   los   

actos administrativos de reconocimiento de prestaciones sociales a cargo de 

éste, junto con  la constancia  de  ejecutoria  para  efecto  de  pago  y  dentro  

de los  3  días siguientes a que se encuentre en firme.” 

 

1. EXCEPCIONES DE FONDO.- 

 

LEGALIDAD  DE LOS ACTOS ACUSADOS:  

 

Conforme ha sido reiterado en numerosas oportunidades por las Altas 

Cortes se entiende que la presunción de legalidad del acto administrativo, 

hace referencia a “la presunción de validez del acto administrativo 

mientras su posible nulidad no haya sido declarada por autoridad 

competente. La presunción de legitimidad importa, en sustancia, una 

presunción de regularidad del acto, también llamada presunción de 

“legalidad”, de “validez”, de “juridicidad” o pretensión de legitimidad.  

 

En el mismo sentido, se ha manifestado que la presunción de legalidad del 

acto administrativo es “la suposición de que el acto fue emitido conforme 

a derecho, dictado en armonía con el ordenamiento jurídico. Es una 

resultante de la juridicidad con que se mueve la actividad estatal.  La 

legalidad justifica y avala la validez de los actos administrativos; por eso 

crea la presunción de que son legales, es decir, se los presume válidos y 

que respetan las normas que regulan su producción” 

 

La presunción se desprende del hecho supuesto de que la administración 

ha cumplido íntegramente con la legalidad preestablecida en la 

expedición del acto, lo que hace desprender a nivel administrativo 

importantes consecuencias  entre ellas, la ejecutoriedad del mismo. 

 

Al respecto vale la pena finalizar reiterando lo expresado en el acápite de 

razones y fundamentos de derecho en el sentido de que las normas 

aplicables al caso concreto de la demandante son aquellas que en efecto 

ha contemplado la entidad demandada.  

 

PRESCRIPCION:  

 

La cual aplicaría conforme a las disposiciones legales y sobre aquellas 

solicitudes que han sobrepasado el término máximo legal para su 

reclamación. 

 

LA GENÉRICA O INNOMINADA.-  

 

Solicito al señor Juez que se sirva declarar probada cualquier otra 

excepción que resulte demostrada en el curso del proceso. 

 

IV 

PRUEBAS 

 

Solicito se tengan como pruebas a favor de la parte que represento las 

aportadas con la demanda 
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V 

NOTIFICACIONES. 

 

Para efectos de notificaciones a la entidad que represento o al suscrito 

suministro los siguientes datos:  

 

A la entidad en la represento, SECRETARIA DE EDUCACION DE BOGOTA, en 

la Av. El Dorado No. 66 -  63 de Bogotá. 

 

Al suscrito en la Carrera 18 No. 137-53 Tercer piso de la ciudad de Bogotá o 

al Correo electrónico del apoderado: chepelin@hotmail.fr 

 

Señor Magistrado,  

 
CARLOS JOSE HERRERA CASTAÑEDA 

C.C. No. 79.954.623 de Bogotá  

T.P. No. 141.955 del C.S.J. 
 



Esperanza
Sello






















































